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MINISTERIO DE TRANSPORTE 

INSTITUTO NACIONAL DE VIAS 

Resolución Número O O 2 5 8 7 de 2020

Por la cual se ordena iniciar el trámite judicial de expropiación de una franja de 
terreno que hace parte de un inmueble de mayor extensión denominado 
"TOLOSA", ubicado en la Vereda Pueblo Tapao. jurisdicción del Municipio de 
Montenegro, Departamento del Quindio, identificado con la matricula inmobiliaria 
No. 280-8015 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Armenia, 
Quindio, cuyo titular del derecho de dominio inscrito es JUAN DE LA CRUZ 
MARIN AGUDELO (fallecido), identificado en vida con la cédula de ciudadania 
número 674.481; franja de terreno requerida para la ejecución del Proyecto 
"MEJORAMIENTO GESTION PRE DIAL, SOCIAL Y AMBIENTAL DE LA 
CARRETERA LA TEBAICA - PUEBLO TAPAO - MONTENEGRO EN EL 
DEPARTAMENTO DEL QUINDIO, PARA EL PROGRAMA VIAS PARA LA 
EQUIDAD". 

EL SUBDIRECTOR DE MEDIO AMBIENTE Y GESTIÓN SOCIAL 
DEL INSTITUTO NACIONAL DE VIAS 

En ejercicio de las facultades conferidas por el articulo 58 de la Constitución 
Polltica, la Ley 9ª de 1989, los articulos 58, 59 y capitulo VII de la Ley 388 de 
1997, los articulos 19 y 20 de la Ley 1682 de 2013, los artículos 3, 4,5, 6 y 12 de la 
Ley 1742 de 2014 y los articulos 1º, 2° y 13 del Decreto 2618 de 2013, en 
concordancia con la Resolución de delegación de funciones No. 08121 del 31 de 
diciembre de 2018, modificada parcialmente por la Resolución No. 08130 del 31 
de diciembre de 2018, proferidas por la Dirección General del Instituto Nacional de 
Vias. 

C O N S I D E R A N D O

Que el artículo 58 de la Constitución Polltica en su inciso 4°, establece que por 
motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá 
haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se 
fijará consultando los intereses de la comunidad y el afectado. 

Que el articulo 58 de la Ley 388 de 1997, sel'lala que para efectos de decretar la 
expropiación de un predio y además de los motivos determinados en otras leyes 
vigentes, se declara de utilidad pública o interés social la adquisición de inmuebles 
con destino a los siguientes fines: "Literal e) Ejecución de programas y proyectos 
de infraestructura vial y de sistema de transporte masivo". 

Que el artículo 59 de la Ley 388 de 1997, contempla que además de lo dispuesto 
en otras leyes vigentes, la Nación, las entidades territoriales, las áreas 
metropolitanas y asociaciones de municipios podrán adquirir por enajenación 
voluntaria o decretar la expropiación de inmuebles, por motivos de utilidad pública. 

I 

Que el articulo 61 de la Ley 388 de 1997, modifica el procedimiento de 
enajenación voluntaria, regulado por la Ley 9ª de 1989 y establece que el precio 
de adquisición será igual al valor comercial determinado por el IGAC, la entidad 
que cumpla sus funciones o los peritos privados inscritos en la lonjas o 
asociaciones correspondientes. 
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Que, el articulo 60 de la Ley 1742 de 2014 modifico el Art. 37 de la ley 1682 de 
2013: 

"El precio de adquisición en la etapa de enajenación voluntaria será igual al valor 
comercial dete1TT1inado por el Instituto Geográfico Agustín Godazzi (/GAG), los 
catastros descentralizados o por peritos privados inscritos en lonjas o

asociaciones, de conformidad con las normas, métodos, parám�tros, criterios y 
procedimientos que sean fijados por el Instituto Geográfico Agustln G

o

dazzi 
(/GAG)". 
"El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación 
urbanlstica municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en 
relación con el inmueble a adquirir y su destinación económica y, de ser 
procedente, la indemnización que comprenderá el dailo emergente y el lucro 
cesante·. 
"El dailo emergente incluirá el valor del inmueble. El lucro cesante se calculará 
según los rendimientos reales del inmueble al momento de la adquisición y hasta 
por un término de seis (6) meses". 
"En la cuantificación del dailo emergente solo se tendrá en cuenta el dailo cierto y 
consolidado". 
"En caso de no llegarse a acuerdo en la etapa de enajenación voluntaria, el pago 
del predio será cancelado de forma previa teniendo en cuenta el avalúo catastral y 
la indemnización calculada al momento de la oferta de compra, en la etapa de 
expropiación judicial o administrativa". 

Que el Decreto 1420 de 1998, prevé lo que se entiende por valor comercial, el 
establecimiento del valor comercial, las personas naturales o jurldicas que realizan 
avalúas, asl como el procedimiento, parámetros y criterios para la elaboración de 
los mismos." 

Que el Decreto 2150 de 1995 establece que los avalúas de bienes inmuebles que 
deban realizar entidades públicas o que se realicen en actuaciones administrativas 
podrán ser adelantados por IGAC o por cualquier persona natural o jurldica de 
carácter privado, que se encuentre registrada y autorizada por la lonja de 
propiedad ralz del lugar donde esté ubicado el bien para adelantar los avalúas. 

Que el artículo 19 de la Ley 1682 de 2013 define como un motivo de utilidad 
pública e interés social, la ejecución ylo desarrollo de proyectos de infraestructura 
del transporte a los que se refiere dicha ley, asi como el desarrollo de las 
actividades relacionadas con su construcción, mantenimiento, rehabilitación o 
mejora, quedando autorizada la expropiación administrativa o judicial de los bienes 
e inmuebles urbanos y rurales que se requieran para tal fin, de conformidad con el 
articulo 58 de la Constitución Polltica. 

Que el articulo 20 de la mencionada ley, modificado por el articulo 3º de la Ley 
1742 del 26 de diciembre de 2014, dispone que "La adquisición predial es 
responsabilidad del Estado, y para ello la entidad pública responsable del proyecto 
podrá adelantar la expropiación administrativa con fundamento -en el motivo 
definido en el articulo anterior, siguiendo para el efecto los procedimientos 
previstos en las Leyes 91 de 1989 y 388 de 1997, o la expropiación judicial con 
fundamento en el mismo motivo, de conformidad con lo previsto en las Leyes 9ª 

de 1989, 388 de 1997, 1564 de 2012. En todos los casos de expropiación, ,y; 
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